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La presente investigación se aborda por medio de la Sentencia T-080 (Corte 
Constitucional (2018), la cual tiene como fin brindar protección de los 
derechos fundamentales de los niños y niñas del municipio de Bagadó 
(Chocó), quienes han sido objeto de vulneración por parte del Estado, al no 
brindarles lo necesario para desarrollar una vida digna.  
 
Para lo anterior se realiza un estudio de las diferentes instancias por las que 
tuvo que pasar la tutela interpuesta por la Fundación para la Atención de la 
Niñez en el departamento del Chocó (FANICH), hasta llegar a la Corte 
Constitucional, para que esta resolviera la situación de fondo y así ordenara 
los parámetros para hacer cambiar la realidad en la que viven estos menores.  
 
Por último, la investigación busca analizar cuál ha sido el alcance de la 
Sentencia T-080 (Corte Constitucional, 2018). 
 
Palabras claves  
 
Protección, derechos fundamentales, vulneración, menores. 
 
                                                          
1 Abogado egresado de la Fundación Universitaria San Martín de Bogotá. 
 






The present investigation is approached by means of judgment T-080 
(Constitutional Court, 2018), which aims to protect the fundamental rights of 
children in the municipality of Bagadó (Chocó), who have been subject to 
violation by the state by not providing the necessary things to develop a 
decent life. For the above, a study of the different instances through which 
the guardianship filed by the Foundation for the Care of Children in the 
department of Chocó (FANICH) had to be carried out, until reaching the 
Constitutional Court, so that it could resolve the situation in the background 
and so order the parameters to change the reality in which these children live. 
Finally, the investigation seeks to analyze the scope of the T-080 judgment 




Protection, fundamental rights, violation, childs. 
 
 
INTRODUCCIÓN   
 
Bagadó es un municipio del Departamento del Chocó, el cual se encuentra 
a 40.8 kilómetros de la ciudad capital Quibdó, este municipio cuenta con 
diversidad biológica debido a que tiene diferentes pisos térmicos dentro de 
su territorio, lo que le permite tener varios cambios climáticos. Por otro lado, 
se encuentra el Parque Nacional Tatama, que tiene como habitantes a la 
comunidad indígena Andagueda, comunidad que se encuentra en precarias 
condiciones debido a que el desarrollo social y económico del sector no ha 




La fundación FANICH, al visitar las diferentes comunidades indígenas que 
habitan en el municipio de Bagadó, se percataron de todas las falencias que 
estaban sufriendo las personas que conviven dentro de dicha población, 
debido a que se encontraron con cuadros de desnutrición, morbilidad, 
mortalidad y desescolarización de los menores, como consecuencia de las 
falencias que tiene el Estado dentro de las diferentes secretarías y la 
violación constante de derechos fundamentales como los del suministro de 
agua potable, una vida digna, educación, salud, entre otros. 
 
Con base en lo anterior, el Tribunal Administrativo de Quibdó analiza de 
fondo la situación de vulnerabilidad por la que están pasando los niños y 
niñas de las comunidades indígenas, al no contar con los recursos 
necesarios para poder llevar una vida digna, prefiriendo una sentencia a 
favor de la protección de los derechos fundamentales y de los recursos 
necesarios para hacer que cese la vulneración de los mismos.  
 
La anterior decisión es llevada ante el Consejo de Estado, el cual hace la 
revisión de las sentencias proferidas por la primera y segunda instancia, 
donde por medio de la Sentencia T-080 (CORTE CONSTITUCIONAL, 2018) 
reafirma las decisiones tomadas por los administradores de justicia. 
 
Siendo así, la presente investigación pretende determinar los efectos 
jurídicos y sociales que ha tenido la sentencia proferida por el Consejo de 
Estado, principalmente en los niños y niñas que conviven dentro del 
municipio de Bogadó (Chocó), debido a que este órgano ordenó la cesación 
de la violación de los derechos fundamentales y que se crearan mecanismos 
por parte de las entidades encargadas para suministrar agua potable, salud, 
educación y alimentación dentro de la zona afectada. 
 
Así mismo, el objetivo principal de la investigación es identificar el alcance 
de la Sentencia T-080 (CORTE CONSTITUCIONAL, 2018) en relación con la 
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protección de los menores de la comunidad de Bagadó (Chocó) mediante los 
siguientes pasos: 
 
a) Analizar las acciones ordenadas por parte del Consejo de Estado para 
el amparo de los niños y niñas de Bagadó. 
b) Verificar cuáles han sido las actuaciones por parte de las entidades 
territoriales para dar aplicación a lo ordenado dentro de la sentencia.  
 
Por último, son derechos fundamentales reconocidos por la Constitución de 
Colombia (1991), y ratificados por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos el agua potable, salud, alimentación y educación, no obstante, es 
en ese reconocimiento donde se convierte en una obligación y deber del 
Estado velar por la protección de estos sin distingo de raza, religión, credo, 
sexo o cultura.  
 
Los niños son el futuro de la humanidad, son el fortín de la sociedad y a estos 
se les deben salvaguardar, proteger y brindar todo lo necesario para 
formarse en principios, valores e integridad. 
 
Debido a lo anterior, se procede a plantear la siguiente pregunta problema: 
¿El alcance de la Sentencia T-080 (CORTE CONSTITUCIONAL, 2018) garantiza 
los derechos de los niños y niñas indígena del municipio de Bagadó (Chocó)?  
 
1. METODOLOGÍA  
 
La presente investigación se realizará por medio de la metodología 
cualitativa, la cual busca abordar algún o algunos componentes sociales de 
los cuales se puede generar nuevo conocimiento, y así entender cómo, a 
partir de ciertos comportamientos de determinada población, se puede 
generar un nuevo conocimiento al buscar un acercamiento a lo que es la 
realidad. Este método se subdivide en diferentes ramificaciones, 
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dependiendo de las necesidades del investigador, debido a la cantidad de 
variables que existen en el mundo frente a investigaciones de carácter social; 
así mismo, la investigación cualitativa en general crea un escenario a partir 
de una problemática, y se desarrolla en pro de brindar una respuesta 
acertada a la misma. 
 
Como se mencionaba anteriormente, la investigación cualitativa tiene 
diferentes enfoques, lo cual lleva esta investigación a que por su naturaleza 
se incline por aquella rama de los métodos de investigación jurídica. En 
primer lugar, se adopta el método jurídico-dogmático, el cual busca entender 
la sociedad a partir de las actuaciones del ordenamiento jurídico, siendo este 
método el encargado de analizar cada una de las sentencias, fallos, 
apreciaciones y demás expresiones del aparato legislativo y judicial, desde 
un punto de vista crítico y acercado al contexto social en el que se da la 
aplicación de dicha normatividad.  
 
En segundo lugar se implementa el método histórico-jurídico, donde se 
realiza un estudio de todos los antecedentes que tiene el tema o el problema 
que se aborda, buscando crear diferencias entre lo que sucedió en algún 
momento y los cambios que estos han sufrido durante la evolución. Dentro 
del tema jurídico este método es utilizado principalmente para realizar una 
reconstrucción de la historia a partir de hechos o situaciones relevantes, 
como lo es una sentencia, una ley o una tragedia que tenga impacto legal 
dentro del ordenamiento.  
 
Por lo anterior, dentro de esta investigación se pretende abordar todo el tema 
desde los diferentes métodos anteriormente nombrados, teniendo como 
base la interpretación hermenéutica de la norma y de la sentencia, para así 
llegar a una acertada respuesta de la pregunta problema que ha sido 




2. MARCOS DE REFERENCIA  
 
2.1. MARCO TEÓRICO 
 
Las decisiones judiciales a nivel mundial están revestidas de cierta autoridad 
por provenir de parte del Estado en su expresión más jurídica, administrada 
por jueces y tribunales que en su propio quehacer cotidiano producen fallos 
y sentencias a casos concretos puesto a su conocimiento; no es menos cierto 
que estas decisiones a través del tiempo han sido estudiadas por diferentes 
autores. 
 
El proyecto de investigación estará basado en el marco teórico del realismo 
jurídico, y cómo este puede permear el pensamiento de las ciencias jurídicas 
aplicado a la realidad social que se prevé en las normas. 
 
A principios del siglo XX nace el realismo jurídico como teoría en la cual se 
inicia con la pregunta: ¿De dónde nace el derecho y de dónde obtiene su 
validez? Con el desarrollo de las tres escuelas más conocidas de la teoría 
del realismo jurídico, que con posterioridad se analizará, se responderán 
estos interrogantes. 
 
En el realismo jurídico alemán uno de sus precursores es RUDOLF VON 
JHERING (citado por CAMPOS Z., 2010), donde el autor manifiesta: 
 
(…) que el espíritu realista, la vida y la verdad del Derecho radican 
en su efectiva realización, ese es el Derecho mismo. Aquello que no 
sucede en la realidad, y se encuentra sólo en el papel, es una “mera 




En ese sentido, el Derecho es una idea práctica que indica un fin y 
un medio. No basta investigar el fin, se debe además mostrar el 
camino al que a él conduce (p. 199). 
 
Para LARENZ, K. (1974) 
 
Un litigio jurídico representa un problema particular, para el que la 
ley no contiene todavía la disposición pertinente y tampoco se puede 
derivar de las disposiciones legales con la seguridad absoluta de 
una conclusión lógica vinculante. La sentencia de los jueces no es 
una sentencia en el sentido lógico habitual que se otorga a esta 
palabra (p. 200). 
 
Bajo el engañoso velo de un mismo término se esconde una multitud de 
posibles interpretaciones. Se le confía al juez el elegir aquella disposición 
que le parezca la más adecuada (CAMPOS Z., 2010). 
 
Con el estudio del derecho y la realidad puesta en conocimiento de los jueces 
es un constante enfrentamiento con los principios que debe aplicar este para 
solucionar los conflictos que trata de resolver; así mismo lo ha manifestado 
HECK (2010) en su libro Jurisprudencia de intereses, en el cual: 
 
(…) plantea las cuestiones prácticas de cómo los jueces y los 
operadores jurídicos han de actuar en su constante enfrentamiento 
con el Derecho, en ese sentido, trata de encontrar aquellos 
principios que los jueces deben seguir para decidir casos concretos. 
El método de esta forma de pensamiento consiste, en palabras del 
autor, de derivar sus principios simplemente de las experiencias y 




Existen otros autores más metodistas, en cuanto que no miran la relevancia 
de la aplicación de principios a la hora de emitir un fallos, sino que, por el 
contrario, se sitúan en que lo verdaderamente importante es de dónde 
proviene el derecho y de dónde obtiene su validez, para así atender la 
realidad fáctica y dar solución al sin número de conflictos que llegan a sus 
despachos. 
 
Otro que se suma a esta escuela es KANTOROWICZ (citado por CAMPOS Z., 
2010), en cuanto a que el comportamiento real de ciertas personas, 
especialmente los oficiales y jueces que crean el Derecho, a través de sus 
decisiones que conllevan a la construcción del mismo, sostiene que el 
Derecho se desarrolla en el día a día, en la resolución de conflictos entre los 
hombres, en las Cortes de justicia, su esencia es eminentemente práctica y 
no lógico-deductiva, es ante todo un comportamiento, un hacer dentro de las 
reglas del discurso práctico-jurídico. 
 
Dicha teoría está en contra posición de que las normas por sí solas pueden 
regular la naturaleza del hombre, que si bien coadyuvan a amortiguar la 
conducta del ser humano, no es menos cierto que sin un efectivo goce de los 
derechos y una interpretación y aplicación imparcial de las mismas, estas 
serían una mera enunciación o utopías plasmadas en un papel.  
 
Otra de las escuelas es la de realismo jurídico norteamericano, tal vez una 
de las más conocidas; uno de sus exponentes más conocidos es OLIVER 
WENDELL HOLMES (citado por CAMPOS Z., 2010), pues afirma que la vida del 
Derecho no es la lógica, sino la experiencia, y es precisamente el estudio de 
esa experiencia el que conduce a la esencia del Derecho y su aplicación a 
los casos concretos; el Derecho es el conjunto de profecías de lo que los 




KARL LLEWELLYN (citado por CAMPOS Z., 2010) explica la distinción entre las 
que él denomina “reglas en el papel” (paper rules) y “reglas efectivas” (real 
rules). Las primeras comprenden no solo las normas formuladas en las leyes 
y los reglamentos, sino también aquellas que los tribunales declaran en sus 
sentencias, como fundamento para sus fallos, y las segundas son las 
utilizadas por los jueces para decidir realmente el litigio.  
 
La diferencia entre reglas de papel y reglas efectivas no supone que las 
primeras carezcan de toda influencia o importancia, antes bien, hay muchos 
casos en los cuales tales reglas en el papel pueden tener un gran alcance. 
Pero este es un punto que hay que averiguar respecto de cada regla, por 
medio de un estudio sobre la realidad de la conducta judicial. Sucede que 
hay algunas reglas en el papel, que de hecho no son tomadas en cuenta por 
los jueces (CAMPOS Z., 2010). 
 
Según esta escuela las decisiones tomadas por los jueces no siempre se 
basan en reglas que por lo general podrían pensarse obligatorias, o sus 
decisiones en basarlas a la uniformidad de un solo por precedente judicial, 
sino que dependiendo del derecho en cuestión mirarán qué es lo más 
conveniente a la hora de resolver el conflicto jurídico; además que para 
resolverlos hay muchas opciones, valiéndose de reglas, principios, normas, 
antecedentes judiciales, pues no hay una respuesta única para el litigio. 
 
En este realismo jurídico norteamericano la presencia del juez y los 
precedentes son de suma importancia, y en muchos casos más importantes 
que la propia ley, debido a que sostienen que el derecho obtiene la validez 
de las decisiones proferidas por estos. 
 
La última escuela es la del realismo jurídico escandinavo, que critica las 
concepciones jurídicas tradicionales, pues consideran estos utópico y no 




Los escandinavos entienden el derecho como práctica social, pero 
incorporando esa práctica a la norma jurídica como esquema de 
interpretación y calificación de la misma; es decir, su existencia como tal 
dependerá de la interdependencia de la norma y de su observancia social al 
ser considerada vinculante por sus destinatarios (CAMPOS Z., 2010). 
 
En resumen, para los realistas escandinavos la naturaleza del Derecho se 
identifica como un conjunto de hechos en lugar de un conjunto de normas o 
comandos; el Derecho no es otra cosa que los hechos sociales, y dentro de 
estos se destaca que el Derecho es una gran maquinaria creada con el 
propósito de proteger a la sociedad (CAMPOS Z., 2010). 
 
No se puede olvidar a HÄGERSTRÖM (2010), para quien la norma es válida 
cuando tiene un sentido vinculante para una comunidad, es decir grupo 
social, impartida por las personas encargadas de administrar justicia 
 
Para este autor las normas en realidad producen sentimientos en los 
destinatarios “juicio de valor”; estas son un conjunto de reglas de 
comportamiento expresadas en forma imperativa, y consiguen provocar en 
el sujeto una acción por temor a la sanción. 
 
Sería ALF ROSS (1980) quien con sus palabras mostrara la esencia del 
realismo escandinavo:  
 
Nuestra hipótesis de trabajo dice que las normas jurídicas, como las 
normas del ajedrez, sirven como esquema de interpretación para un 
conjunto correspondiente de actos sociales, el Derecho en acción 




El Derecho se presenta así como un marco a partir del cual trabajará el juez; 
será este quien al interpretarlo le dará vida y hará que la norma surta sus 
verdaderos efectos. El Derecho es un fenómeno de la realidad en la medida 
en que su contenido es un hecho histórico que varía de acuerdo con el tiempo 
y el lugar, que ha sido creado por el hombre y depende de factores externos 
de poder (CAMPOS Z., 2010). 
 
Dado a que el proyecto está encaminado a la investigación de una sentencia, 
lo más apropiado, y para ser congruentes, es que el marco teórico sea el 
realismo jurídico dado a sus críticas, a la normatividad y a las corrientes 
axiológicas tradicionales, pues dada la normalización del derecho y su 
estudio más teórico, pero alejado de la realidad, surge esta escuela para que 
no se mire las decisiones solo contenidas en normas, sino que por el 
contrario las normas hacen parte de un compendio de elementos que se 
pueden utilizar a la par de los principios, reglas y antecedentes judiciales, 
para que así los jueces se pronuncien a través de fallos o sentencias, que 
sería la esencia de la teoría del realismo jurídico, pues estos sostienen que 
de las decisiones judiciales nace el derecho y obtiene su validez. 
 
Debido a lo anterior las diferentes escalas de la rama judicial se han venido 
pronunciando frente a los temas que son relacionados con la protección de 
los derechos fundamentales de los niños y niñas indígenas que se 
encuentran en una situación vulnerable, siendo analizado desde tres 
diferentes investigaciones:  
 
La primera se trata del Tribunal Contencioso Administrativo de Quibdó, el 
cual tiene conocimiento de los inconvenientes que presenta el municipio de 
Bagadó, debido a la acción de tutela que presento la Fundación FANICH con 
el fin de tutelar los derechos de los menores que viven dentro de este sector 




Como consecuencia de lo anterior el tribunal falla a favor la tutela y ordena 
a la administración que realice las acciones pertinentes para solucionar las 
deficiencias y ausencias notables que tiene el municipio objeto de estudio. 
 
En la segunda investigación, como segunda instancia el Consejo de Estado 
(2018), por medio de la Sala de lo Contencioso Administrativo, confirmó la 
decisión proferida en primera instancia por el Tribunal Administrativo del 
Chocó, y además dispuso el amparo a los derecho fundamentales a la vida 
a la salud, y ordeno crear, adecuar o mejorar un sistema de información 
interinstitucional e intersectorial que permita a todas las entidades determinar 
las características y necesidades básicas insatisfechas de los menores de 
las comunidades indígenas del Chocó, para determinar su situación 
individual frente a los riesgos de desnutrición, enfermedades, acceso al agua 
potable y educación. 
 
También ordenó adoptar unas medidas estructurales para así identificar las 
causas de las deficiencias que impidan la correcta atención a la alimentación, 
salud, agua potable y educación de los niños indígenas del municipio de 
Bagadó, Chocó.  
 
Por último, la Corte Constitucional (2017) en su sabiduría decide amparar los 
derechos tutelados de los niños del pueblo Wayuu, especialmente los 
relativos a la salud y alimentación adecuada, por parte de las autoridades 
públicas del orden municipal, departamental y nacional, así como por parte 
de las autoridades tradicionales de la comunidad Wayuu, debido a la 
situación de desnutrición, los problemas de atención en salud y la mortalidad 
infantil.  
 
En esta sentencia la Corte evaluó la prevalencia de los derechos de los niños 
y los deberes que se desprenden de la obligación de proteger de manera 
especial a los menores en el componente de salud y alimentación. También 
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manifiesta la Corte que, en aras de dar cumplimiento al mandato 
constitucional de especial protección de los niños, existe la posibilidad de 
limitar la autonomía de los pueblos indígenas por la razón de que los 
derechos están por encima de dicha autonomía. 
 
2.2. MARCO JURÍDICO 
 
Normatividad Concepto 




La Corte Constitucional se pronuncia de fondo 
frente a las condiciones en las que viven las 
personas del municipio de Bagadó, las cuales se 
han visto afectadas por la ausencia del Estado al no 
suministrarles los mínimos para vivir, como lo es el 
agua potable. Para lo anterior la Corte ordena a las 
entidades territoriales que se encargan de la 
protección de cada uno de los derechos tutelados, 






La Corte Constitucional por medio de esta 
sentencia se manifiesta frente a la tutela interpuesta 
por la Asociación Shipia Wayuu, que pidió la 
protección de los derechos fundamentales, debido 
a que los mismos han sido vulnerados porque las 
entidades territoriales que deben propender por 
cuidar a la niñez no realizaron las acciones 
pertinentes para evitar que los niños Wayuu 
murieran. Debido a lo anterior la Corte ordena que 
se deben crear medidas de emergencia que 
busquen proteger a las personas en estado 
vulnerable, en especial a los niños y niñas de la 
Guajira, los cuales enfrentaban una crisis 
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alimentaria y de salud que era responsabilidad no 
solo de las autoridades municipales, sino que debía 
ser un trabajo conjunto de todo el aparato 
administrativo. 
Ley 1098 de 2006 Esta ley es reconocida como la Ley de Infancia y 
Adolescencia, que busca brindar una protección 
integral a los derechos que tienen los menores para 
garantizar una igualdad social y que tengan los 
mínimos para vivir. 
Ley 1804 de 2016 Por la cual se crea la política de “0” a siempre, que 
tiene como fin buscar el desarrollo de la población 
infantil en Colombia por medio de la gestión 
institucional y gubernamental de las entidades 
territoriales que están a cargo de velar por la 
protección de los derechos fundamentales de los 
menores. Esta ley tiene dentro de sí todos los 





“Son derechos fundamentales de los niños: la vida, 
la integridad física, la salud y la seguridad social, la 
alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, 
tener una familia y no ser separados de ella, el 
cuidado y amor, la educación y la cultura, la 
recreación y la libre expresión de su opinión. Serán 
protegidos contra toda forma de abandono, 
violencia física o moral, secuestro, venta, abuso 
sexual, explotación laboral o económica y trabajos 
riesgosos. Gozarán también de los demás derechos 
consagrados en la Constitución, en las leyes y en 
los tratados internacionales ratificados por 
Colombia. La familia, la sociedad y el Estado tienen 
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la obligación de asistir y proteger al niño para 
garantizar su desarrollo armónico e integral y el 
ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona 
puede exigir de la autoridad competente su 
cumplimiento y la sanción de los infractores. Los 
derechos de los niños prevalecen sobre los 
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Las condiciones de vida en las que se encuentran las comunidades 
indígenas de la región de Antagueda y Bagadó (Chocó) son precarias, 
puesto que el desarrollo social, económico y cultural del país no ha llegado 
del todo a estos lugares; las comunidades indígenas habitan el país y aunque 
son considerados comunidad específica sostienen un lugar invisible en 
cuanto a la participación de proyectos de gobierno ejecutables en la región, 
a pesar de hacerse públicas las carencias por las que pasa la comunidad, 
las cuales agobia tanto a los líderes, como a las mujeres y niños que viven 
allí, carencias entre las cuales es posible encontrar desescolarización, altas 
tasas de mortalidad por falta de recursos o derechos intangibles como lo es 
el derecho a la salud, desnutrición, morbilidad, e incluso falta de agua 
potable. 
 
La comunidades indígenas de la zona en la que se enfoca la investigación 
dan cuenta de las falencias que tiene el Estado social de derecho colombiano 
para con los habitantes de las mismas, debido a que no es solamente crear 
la normatividad y abrirles un espacio dentro de la legislación fallando a favor 
sentencias y declarando dichas comunidades como independientes 
culturalmente y como comunidad específica, sino que también se debe tener 
en cuenta las disientes necesidades que presentan precisamente por ser una 
cultura o comunidad diferente, ya que son merecedores, como todo 
ciudadano, de una vida digna, de no carecer de servicios esenciales para la 
supervivencia, como lo es el agua potable, y para la sociedad como lo es la 
educación.  
 
El Estado colombiano incluye a las comunidades indígenas dentro de lo 
denominado comunidad específica, sin embargo esto no es garantía de la no 
19 
 
vulneración de los derechos por parte del mismo, partiendo de la poca 
protección que tienen de los derechos fundamentales y de los recursos 
necesarios para sobrevivir, y por medio de fallos aprobados de ha podido 
establecer que las leyes, aunque se plasmen para regular la naturaleza del 
hombre, deben coadyuvar a mitigar dicha naturaleza o conducta del ser 
humano, sin embargo no es garantía del cumplimiento de la misma, por ende 
es el Estado el responsable no solo de fallar a favor de los casos que se 
requieran, como es el de estas comunidades por vulneración de derechos, 
sino de garantizar la debida interpretación y ejecución por medio de acciones 
que hagan nombre a la misma normatividad aprobada. 
 
Chocó es uno de los departamentos con mayor afectación en precariedades 
del país. Aunque se han dictaminado estrategias de mitigación del daño y 
prevención de otros posibles riesgos, y aunque la normatividad las haya 
tenido en cuenta, es preciso mencionar que las comunidades indígenas del 
sector necesitan salvaguardar y hacer valer sus derechos por medio de 
instituciones que correspondan al desempeño adecuado de la norma, 
mejorando el sistema para toda la población, entre los que se encuentran 
comunidades indígenas específicas como los Wayuu, mencionados en la 
investigación, quienes también han padecido de lagunas en las atenciones 
en salud, educación y la inclusión de las mismas en planes de ordenamiento 
territorial, por ejemplo, el cual permitiría incluirlos en participación y generar 
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